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 Señor 

Juez Administrativo Oral del Circuito – Reparto – 

San Gil 

 

 

GUSTAVO ALBERTO ALBARRACIN CADENA, abogado identificado con la 

cédula de ciudadanía No 13.740.727 de Bucaramanga y Tarjeta Profesional No 

156.340 del C.S.J en mi calidad de apoderado del señor DIEGO URREA TORRES 

conforme al poder conferido por medio del presente escrito me permito manifestar 

que presento MEDIO DE CONTROL DE ACCION DE SIMPLE NULIDAD 

contemplada en el artículo 137 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo  (CAPACA) contra el MUNICIPIO DE CHARALA a fin 

de que se declare la nulidad del Decreto Municipal 043 del 29 – 10 – 2003 

MEDIANTE EL CUAL SE ADOPTA ESQUEMA DE ORDENAMIENTO 

TERRITORIAL EN EL MUNICIPIO DE CHARALA. 

 

Son fundamento de la presente Acción Pública de Nulidad los siguientes: 

 

I.- HECHOS: 

1.- Mediante Acuerdo Municipal No 07 de fecha mayo 04 de 1989, el Concejo 

Municipal de Charalá (Santander) dispuso lo siguiente: 

ARTICULO PRIMERO: Adoptase la URBANIZACIÓN “VILLA MARIA” para que haga parte de la 

zona urbana del Municipio de Charalá en una extensión de 16.452 MTS2 y que se halla 

comprometida dentro de los siguientes linderos: ORIENTE: Con predios de propiedad de 

ALFREDO MARTINEZ MARTINEZ en una longitud de 124 metros, OCCIDENTE: Con la carrera 

11en una longitud de 140 metros. NORTE: Con la vía que de Charalá va al municipio de 

OCAMONTE en una longitud de 132 metros, SUR: Con propiedad de TITO SILVA y DARIO 

VARGAS RODRIGUEZ en una longitud de 138 metros. 

ARTICULO SEGUNDO: El control de desarrollo urbanístico VILLA MARIA será ejercido por la 

Alcaldía Municipal y la Personería Municipal, entes que en la actualidad tienen a cargo la 

planeación municipal, igualmente la tesorería municipal hará los recaudos correspondientes a los 

derechos de construcción y demás que se deriven de esta obra. 



 

 
ARTICULO TERCERO: El presente acuerdo rige a partir de su aprobación y sanción. 

2.- Dicho Acuerdo municipal actualmente se encuentra vigente de conformidad 

con la certificación expedida por el señor presidente del CONCEJO MUNICIPAL 

del año 2019 del municipio de CHARALA, donde se dispuso como propósito 

principal ofrecer y facilitar la construcción de setenta (70) viviendas unifamiliares 

con disposición de redes de acueducto y alcantarillado. 

3.- Para la realización de la construcción de la urbanización VILLA MARIA, sus 

propietarios procedieron mediante escritura publica No 819 de fecha 12 de 

Noviembre de 1988 de la Notaria de Charalá, a realizar y protocolizar el 

correspondiente LOTEO para lo pertinente  a la materialización  de esos setenta y 

cinco (75) lotes de terreno en seis (6) Manzanas que fueron inscritos en la Oficina 

de registro y de Instrumentos Públicos del Círculo de Charalá. 

4.- Mediante Escritura pública No 26 del 15 de Enero de 1990 de la Notaria de 

Charalá, se realizó aclaración consistente en que los terrenos donde se construye 

la urbanización VILLA MARIA fueron incorporados a la zona urbana del municipio 

de Charalá mediante Acuerdo Municipal 007 del 04 de Mayo de 1989. 

5.- Mediante escritura pública No 0778 del 27 de Noviembre de 2018 de la Notaria 

de Charlá, por compra al señor RODOLFO URREA NIÑO , mi mandante adquirió 

los lotes de terreno que forman parte de la urbanización VILLA MARIA 

identificados de la siguiente manera: 

a)Lote de terreno urbano ubicado en la manzana seis (6) distinguido con la 

matricula inmobiliaria No 306 – 10035 y código catastral actual 

681670003000000110370000000000 código catastral 01-0-091-001. 

b) Lote de terreno urbano ubicado en la Manzana cuatro (4) con matrícula 

inmobiliaria No 306 – 10025 y código catastral actual  

68167000300000011097000000000 código catastral anterior 01- 0-092-001. 

6.-  Dichos inmuebles se encuentran inscritos ante la oficina de Registro de 

Instrumentos Públicos como URBANOS y hacen parte de la urbanización VILLA 

MARIA  - MANZANA SEIS (6) Y MANZANA CUATRO (4) que fuera incorporada 

en su respectivo loteo al área urbana del municipio de Charalá por Acuerdo 



 

 
Municipal 07 del 04 de Mayo de 1989 conforme los certificados de tradición que se 

adjuntan como pruebas. 

7.- Resulta con esto que dicha inconsistencia esta generando un grave perjuicio a 

mi representado pues no ha podido darle el uso a los lotes de su propiedad pues 

cambiaron el uso del suelo a sus predios sin justificación alguna. 

8.- Esto se puede evidenciar con las reiteradas solicitudes elevadas por mi cliente 

tal y como se puede constatar con las peticiones de fecha 26 – 02 – 2019 y 27 – 

052019 donde ha solicitado la disponibilidad de servicios públicos domiciliarios y 

se le ha informado que los citados lotes de terreno o predios aparecen según 

código de identificación como RURALES con fundamento en certificación que 

fuere solicitada a la Secretaría de Planeación y Proyectos la cual fue expedida con 

fecha 24 – 09 – 2018 donde se informa que los inmueble de propiedad de mi 

mandante se encuentran en suelo catalogado como AGROPECUARIO 

TRADICIONAL según el esquema de ordenamiento territorial del municipio de 

Charalá adoptado mediante Decreto 046 de Octubre 29 de 2003. 

9.- En otra petición similar, mediante derecho de petición de fecha 21 – 02- 2019 

se solicito a la Secretaría de Planeación y proyectos del Municipio de Charalá se 

ordenará la corrección de la inconsistencia que presenta la clasificación de suelo 

de los predios de propiedad de mi mandante a lo que en idéntica respuesta le han 

manifestado que todas las actuaciones han sido conforme a lo dispuesto en el 

Decreto 046 de 2003 es decir de acuerdo al EOT lo cual resulta curioso pues este 

decreto no dispone en ninguno de sus apartes la conversión o cambio del uso de 

suelos de los lotes de terreno referidos acorde a como fueron adoptados mediante 

el acuerdo municipal 07 del 04 de mayo de 1989 el cual dispuso adoptarlo como 

terrenos de zona urbana del Municipio de Charalá. 

10.- Es claro entonces que no existe acto administrativo alguno (Acuerdo, 

Resolución o Decreto que modifique el uso del suelo de los lotes de propiedad de 

mi mandante, lo cual resulta curioso pues no conocemos decisión administrativa 

que lo haya modificado. 

11.- Ante tan aberrante manifestación de la administración, se elevo solicitud ante 

la Superintendencia de Notariado y Registro a través de la oficina de registro de 

instrumentos públicos del municipio de CHARALA y esta emitió certificación donde 



 

 
indica que los dos (2) lotes de terreno de propiedad de mi cliente son de 

naturaleza URBANA y con dicha condición han sido calificados por esta entidad la 

cual es competente en materia de registro inmobiliario. 

12.- El señor DIEGO URREA TORRES me ha conferido poder especial, amplio y 

suficiente para dar inicio al presente medio de control. 

 

II. PRETENSIONES: 

1.- Se declara la nulidad del Decreto MUNICIPAL 043 DEL 29 – 10 del 2003 

MEDIANTE EL CUAL SE ADOPTA EL ESQUEMA DE ORDENAMIENTO 

TERROTORIAL EN EL MUNCIPIO DE CHARALA expedido por la Administración 

municipal. 

2.- Se condene en costas y agencias en derecho a la parte demandada. 

3.-Se me reconozca personería para actuar dentro del presente proceso de 

conformidad con el poder conferido. 

III. CONCEPTO Y FUNDAMENTOS DE LA VIOLACIÓN: 

Con el actuar de la parte demandada, se han quebrantado derechos de rango 

legal y constitucional tales como la igualdad, confianza legitima, uso de la 

propiedad privada, y desviación de poder consagrados en la Constitución Política 

de 1991. 

En ese orden de ideas, tenemos que con todo ese mal proceder de la parte 

accionada se está contrariando principio del proceso administrativo para lo cual 

tenemos lo siguiente: 

PRINCIPIO DE LA CONFIANZA LEGITIMA- Alcance 
  

El principio de la confianza legítima es un corolario de aquel de la buena fe y consiste en 
que el Estado no puede súbitamente alterar unas reglas de juego que regulaban sus 
relaciones con los particulares, sin que se les otorgue a estos últimos un período de 
transición para que ajusten su comportamiento a una nueva situación jurídica. No se trata, 
por tanto, de lesionar o vulnerar derechos adquiridos, sino tan sólo de amparar unas 
expectativas válidas que los particulares se habían hecho con base en acciones u 



 

 
omisiones estatales prolongadas en el tiempo, bien que se trate de comportamientos 
activos o pasivos de la administración pública, regulaciones legales o interpretaciones de 
las normas jurídicas. De igual manera, como cualquier otro principio, la confianza legítima 
debe ser ponderada, en el caso concreto, con los otros, en especial, con la salvaguarda 
del interés general y el principio democrático. 

 
De acuerdo a la Doctrina de los tratadistas españoles EDAURDO GARCIA DE 

ENTERRIA Y DE TOMAS RAMON FERNANDEZ. La teoría de la confianza 

legítima aparece en su libro curso de derecho administrativo nos enseña: 

“ Este principio (…) no impide, desde luego, al legislador modificar las generales con el fin 

de adaptarlas a las exigencias del interés público, pero si le obliga a dispensar su 

protección en caso de alteración sensible de situaciones en cuya durabilidad podía 

legítimamente confiarse, a los afectados por la modificación legal, a quienes han de 

proporcionarse en todo caso tiempos y medios para reequilibrar su posición o adaptarse a 

la nueva situación, lo que dicho de otro modo implica una condena en los cambios 

legislativos bruscos adoptados por sorpresa y sin las cautelas aludidas”. 

Ahora bien, entrando en nuestra carta política de 1991 tenemos que el mismo se 

encuentra como principio de seguridad jurídica en el preámbulo constitucional 

donde se aseguran los derechos fundamentales dentro de un marco jurídico 

democrático y participativo garante de un orden político, económico y social justo. 

Así las cosas este principio encuentra relación con lo preceptuado en el artículo 2 

de la constitución el cual asegura la convivencia pacífica y la vigencia de un orden 

justo. 

Lo anterior nos lleva afirmar que el principio de la seguridad jurídica tiene en el 

ordenamiento jurídico colombiano rango constitucional. 

De esta manera y en lo que refiere a la conexidad del principio de la seguridad 

jurídica con la confianza legítima, se encuentra esta en las certeza que produce la 

seguridad jurídica  en los particulares inspirando en ellos la seguridad, 

tranquilidad, esperanza y confianza en la existencia de reglas del derecho que les 

permiten saber a qué atenerse, porque el derecho en sí mismo ha de ser 

previsible. 

Seguidamente y como ya se expresó, la buena fe tiene su consagración 

constitucional en el artículo 83 de la Carta Política de 1991, pues se quiso con el 



 

 
principio ir convirtiendo valores éticos como la lealtad, la franqueza y la confianza 

en reglas del derecho. Pero fue con la constitución de 1991 que se instituyó como 

norma constitucional de manera que las actuaciones de los particulares y las 

autoridades públicas deberán ceñirse a los postulados de la buena fe, la cual se 

presumirá en las gestiones que se adelanten ante estas. 

Así entonces, es como el autor SAINZ MORENO establece que el principio de la 

buena fe es una de los principio generales del derecho y es uno de aquellos de los 

valores de un ordenamiento jurídico sobre los cuales se constituye que la buena fe 

del administrado corresponde  ala legitima confianza de que esta no va ejecutar 

sus derechos y prerrogativas más allá del límite trazado por las exigencias del 

interés general y siempre dentro del ordenamiento de marco jurídico. 

Por consiguiente, la relación existente entre el principio de la confianza legítima y 

la buena fe bien desde el derecho romano pues tal y como lo afirma el autor JUAN 

CARLOS ESCGUERRA PORTOCARRERO, las expresiones de fides (fe) y bona 

fides (buena fe) también se describieron desde un principio para describir la 

confianza recíproca. 

Como ya se dijo, estas dos disposiciones fundamentan el principio de la confianza 

legítima lo cual permite la invocación de la confianza legítima como principio 

constitucional pese  a no existir consagración constitucional expresa. Por tanto 

será válido afirmar que en el ordenamiento jurídico colombiano el principio de la 

confianza legítima es un principio implícito deducible, por un lado del principio de 

la buena fe (art. 83 CP) y por otro lado del principio de seguridad jurídica que a su 

vez es otro principio implícito deducible del preámbulo y el art. 2 de la Constitución 

política. 

Seguidamente, la jurisprudencia del Consejo de Estado ha definido el principio 

de la confianza legítima: 

 

“La teoría de la confianza legítima, encuentra fundamento en el principio general 

de buena fe y, si bien no impide a la administración que, en aras del interés 

general, modifique ciertas situaciones, la obliga a tener en cuenta los  



 

 
intereses  de  los  administrados  que,  al  ver  notable  y  súbitamente alterada 

una situación en cuya durabilidad podían confiar, merecen obtener la protección 

consistente en el otorgamiento del tiempo y de los medios necesarios para lograr 

una adecuada readaptación, sin que ello implique donación o indemnización en 

su favor o desconocimiento del principio del interés general que fija un límite al 

contenido y al alcance del principio de la 

Confianza debida.”26
 

 

Entrando al tema que nos ocupa en cuanto las actuaciones de la administración 

municipal en torno a este principio constitucional tenemos que el municipio de 

Charalá con las decisiones adoptadas contraria situaciones de orden legal y 

constitucional pues estando en vigencia el Acuerdo municipal No 07 de fecha 

mayo 04 de 1989 no tiene porque negar los permisos de disponibilidad de 

servicios públicos y licencias de construcción de vivienda familiar pues esos 

cambios absurdos e inexplicables de uso de suelo que manifiestan a los predios 

de propiedad del demandante carecen de fundamento legal y constitucional ya 

que como se ha expuesto en los hechos de la demanda tanto ante la oficina de 

registro de instrumentos públicos como ante los demás entes de registro de 

propiedad los lotes de propiedad de mi mandante están bajo la denominación de 

uso URBANO y no RURAL. 

Ahora bien, la administración señala que sus negativas se fundan en el 

ACUERDO MUNICIPAL 043 DEL 29 – 10 del 2003 MEDIANTE EL CUAL SE 

ADOPTA EL ESQUEMA DE ORDENAMIENTO TERROTORIAL EN EL 

MUNCIPIO DE CHARALA mas sin embargo como bien se ha señalado en 

ninguno de sus apartes la aprobación de cambios de uso del suelo, todo lo 

contario EN SU ARTÍCULO 21 SEÑALA: 

ARTICULO 21. ORGANIZACIÓN Y DIVISION TERITORIAL. 

DIVISION URBANA. El área urbana y de expansión se encuentra dividida en nueve (9) barrios 

denominados así: El Centro, Comuneros, Helena Santos, Oscar Martínez Salazar, Villa María, 

Fundadores, La Molienda, José Antonio Galán y Bolivar. 



 

 
Esto confirma lo señalado en el Acuerdo Municipal No 07 de fecha mayo 04 de 

1989, el Concejo Municipal de Charalá (Santander) dispuso:  

ARTICULO PRIMERO: Adoptase la URBANIZACIÓN “VILLA MARIA” para que haga parte de la 

zona urbana del Municipio de Charalá en una extensión de 16.452 MTS2 y que se halla 

comprometida dentro de los siguientes linderos: ORIENTE: Con predios de propiedad de 

ALFREDO MARTINEZ MARTINEZ en una longitud de 124 metros, OCCIDENTE: Con la carrera 

11en una longitud de 140 metros. NORTE: Con la vía que de Charalá va al municipio de 

OCAMONTE en una longitud de 132 metros, SUR: Con propiedad de TITO SILVA y DARIO 

VARGAS RODRIGUEZ en una longitud de 138 metros. 

Entonces de acuerdo a lo anterior, es aquí donde se configura la violación 

fundamental de ese derecho constitucional denominado CONFIANZA LEGITIMA 

el cual tiene su fundamento general en ese principio constitucional de la BUENA 

FE ya que valiéndose de sus potestades como administración esta modificando 

ciertas situaciones, q u e  p a s a n  p o r  e n c i m a  de los  intereses  de  los  

administrados  los cuales ven  notable  y  súbitamente alterada una situación 

jurídica en cuya durabilidad podían confiar y de la cual merecen obtener la 

protección consistente en el otorgamiento del tiempo y de los medios necesarios 

para lograr una adecuada readaptación de sus derechos. 

En cuanto a ese derecho fundamental denominado IGUALDAD, tenemos lo 

siguiente: 

IGUALDAD-Triple naturaleza constitucional, valor, principio y derecho 

fundamental 

  

En lo que hace referencia a la igualdad, la jurisprudencia constitucional ha 

reconocido que cumple un triple papel en nuestro ordenamiento 

constitucional por tratarse simultáneamente de un valor, de un principio y de 

un derecho fundamental. Este múltiple carácter se deriva de su consagración 

en preceptos de diferente densidad normativa que cumplen distintas funciones 

en nuestro ordenamiento jurídico. Así, por ejemplo, el preámbulo 

constitucional establece entre los valores que pretende asegurar el nuevo 

orden constitucional la igualdad, mientras que por otra parte el artículo 13 

de la Carta ha sido considerado como la fuente del principio fundamental de 



 

 
igualdad y del derecho fundamental de igualdad. Adicionalmente existen 

otros mandatos de igualdad dispersos en el texto constitucional, que en su 

caso actúan como normas especiales que concretan la igualdad en ciertos 

ámbitos definidos por el Constituyente. 

  

IGUALDAD-Carece de contenido material específico/IGUALDAD-

Carácter relacional/PRINCIPIO GENERAL DE IGUALDAD-

Contenido y Alcance/PRINCIPIO DE IGUALDAD-Mandatos que 

comprende 

  

La igualdad carece de contenido material específico, es decir, a diferencia de 

otros principios constitucionales o derechos fundamentales, no protege 

ningún ámbito concreto de la esfera de la actividad humana sino que puede 

ser alegado ante cualquier trato diferenciado injustificado. De la ausencia de 

un contenido material específico se desprende la característica más 

importante de la igualdad: su carácter relacional. Ahora bien, la ausencia de 

un contenido material específico del principio de igualdad no significa que se 

trate de un precepto constitucional vacío, por el contrario, precisamente su 

carácter relacional acarrea una plurinomatividad que debe ser objeto de 

precisión conceptual. De ahí que a partir de la famosa formulación 

aristotélica de “tratar igual a los iguales y desigual a los desiguales”, la 

doctrina y la jurisprudencia se han esforzado en precisar el alcance del 

principio general de igualdad  –al menos en su acepción de igualdad de trato- 

del cual se desprenden dos normas que vinculan a los poderes públicos: por 

una parte un mandamiento de tratamiento igual que obliga a dar el mismo 

trato a supuestos de hecho equivalentes, siempre que no existan razones 

suficientes para otorgarles un trato diferente, del mismo modo el principio de 

igualdad también comprende un mandato de tratamiento desigual que obliga 

a las autoridades públicas a diferenciar entre situaciones diferentes. Sin 

embargo, este segundo contenido no tiene un carácter tan estricto como el 

primero, sobre todo cuando va dirigido al Legislador, pues en virtud de su 

reconocida libertad de configuración normativa, éste no se encuentra 



 

 
obligado a la creación de una multiplicidad de regímenes jurídicos 

atendiendo todas las diferencias, por el contrario se admite que con el objeto 

de simplificar las relaciones sociales ordene de manera similar situaciones de 

hecho diferentes siempre que no exista una razón suficiente que imponga la 

diferenciación. Esos dos contenidos iniciales del principio de igualdad pueden 

a su vez ser descompuestos en cuatro mandatos: (i) un mandato de trato 

idéntico a destinatarios que se encuentren en circunstancias idénticas, (ii) un 

mandato de trato enteramente diferenciado a destinatarios cuyas situaciones 

no comparten ningún elemento en común, (iii) un mandato de trato paritario a 

destinatarios cuyas situaciones presenten similitudes y diferencias, pero las 

similitudes sean más relevantes a pesar de las diferencias y, (iv) un mandato 

de trato diferenciado a destinatarios que se encuentren también en una 

posición en parte similar y en parte diversa, pero en cuyo caso las diferencias 

sean más relevantes que las similitudes. Estos cuatro contenidos tienen 

sustento en el artículo 13 constitucional, pues mientras el inciso primero del 

citado precepto señala la igualdad de protección, de trato y en el goce de 

derechos, libertades y oportunidades, al igual que la prohibición de 

discriminación; los incisos segundo y tercero contienen  mandatos específicos 

de trato diferenciado a favor de ciertos grupos marginados, discriminados o 

especialmente vulnerables. 
 

En lo que tiene que ver con es derecho constitucional que se viene desarrollando 

desde el mismo preámbulo de la constitución política de 1991 donde se 

encuentran los principios y valores constitucionales tenemos entonces que 

preguntarnos el por que si los lotes de propiedad de seños DIEGO URREA están 

dentro de la llamada  URBANIZACIÓN VILLA MARIA entonces por que no le 

permite acceder a las licencias y permisos para la construcción de viviendas de 

uso familiar así como para la instalación de servicios públicos esenciales y si se lo 

permitieron a todos las personas que están a su alrededor, las cuales 

construyeron viviendas de uso familiar y a su vez cuentan con los servicios 

públicos esenciales.  



 

 
Es aquí donde la administración municipal vulnera esos derechos constitucionales 

y legales de mi representado el cual cuenta con la protección constitucional y legal 

pues esta amparado por el Acuerdo municipal No 07 de fecha mayo 04 de 1989 el 

cual aun guarda su vigencia tal y como lo dispuso la misma administración en 

algunas respuestas dadas y que contraria ese principio fundamental en derecho 

denominado BUENA FÉ. 

Por último, en cuanto a la DESVIACION DE PODER motivación esta que va de la 
mano con los demás fundamentos y/o consideraciones de la presente demanda 
tenemos que con esas decisiones arbitrarias, infundadas y carentes de sustento 
legal conllevan a una eminente desviación de poder en el entendido que dichas 
disposiciones no se dieron bajo un acto administrativo que reúna todos los 
requisitos que debe tener este tales como la voluntad administrativa la cual es una 
condición sine quan non del acto, su razón de ser; y por otra parte, los elementos 
que lo materializan y le atribuyen condiciones de existencia, validez y eficacia. La 
voluntad del servidor publico es el presupuesto fundamental; porque el acto 
administrativo es voluntad, reflexión, conocimiento o inteligencia que se declaran 
en el ejercicio de la función administrativa y que producen efectos jurídicos 
de carácter general o individual. 
 
Elementos tales con los que no cuentan el acto demandado ya que no reúnen 
esas características esenciales y mucho menos la de eficacia, lo que configura la 
desviación del poder alegada como fundamento en la presente demanda.  
 

Es importante determinar que para este caso particular los mismos elementos 
estructurales del acto administrativo carecen de validez por falta de uno de estos 
tales como son: sujeto, consentimiento, objeto y causa. 
  

IV. PRESUPUESTOS PROCESALES: 

 

A. Legitimidad:  

La presente demanda de nulidad simple se instaura en desarrollo del numeral 1° 

del Artículo 137 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, según el cual, este medio de control es de naturaleza pública, por 

https://www.monografias.com/trabajos11/veref/veref.shtml
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https://www.monografias.com/trabajos13/clapre/clapre.shtml
https://www.monografias.com/trabajos/epistemologia2/epistemologia2.shtml
https://www.monografias.com/trabajos15/inteligencia-emocional/inteligencia-emocional.shtml
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lo cual todo ciudadano está facultado para solicitar la declaratoria de nulidad de un 

acto administrativo.  

B. Oportunidad:  

Por ser la presente demanda un medio de control de nulidad simple, la misma 

puede ejercitarse en cualquier tiempo, de conformidad a lo establecido en el literal 

a) del Artículo 164 del CPACA. 

C. Competencia: 

Los Jueces Administrativos del Circuito Judicial de San Gil son competentes para 

conocer en primera instancia del presente medio de control, por tratarse de un 

acto administrativo expedido por funcionarios u organismos del orden municipal, 

de acuerdo con lo establecido en el numeral 1° del Artículo 155 del CPACA. 

D. Procedencia  

El acto administrativo acusado de nulidad, fue expedido contrariando normas 

constitucionales y legales excediendo los principios del CPACA y sus normas 

contenidas en el artículo 93 y siguientes del CPACA. 

V. FUNDAMENTOS DE DERECHO: 

A. Constitución Política de Colombia. 

ARTICULO 1o. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de 
República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, 
democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad 
humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la 
prevalencia del interés general. 

ARTICULO 2o. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover 
la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y 
deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las 
decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y 
cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad 
territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. 



 

 
Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las 
personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás 
derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del 
Estado y de los particulares. 

ARTICULO 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la 
misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, 
libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, 
origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 

El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y 
adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. 

B. Legales. 

Artículo 93 y siguientes del CPACA. 

VI. PRUEBAS: 

1.- Acuerdo No 07 de Mayo 04 de 1989 por medio del cual se incorpora dentro de 

la Zona Urbana del Municipio de Charala la Urbanización “VILLA MARIA”. 

 

2.- Oficio de fecha septiembre 20 de 2019 suscrito por GSTAVO ALEIZER REYES 

BARBOSA presidente del Concejo Municipal de Charalá donde se me informa al 

señor DIEGO URREA TORRES que el acuerdo 07 del 4 de mayo de 1989 no ha 

presentado modificación alguna y a la fecha se encuentra vigente.  

 

3.- Oficio de fecha 22 de Julio de 2019 dirigido a la Oficina de Registro 

Instrumentos Públicos de Charalá. 

 

4.- Oficio de fecha 24 de Julio de 2019  donde se informa que los lotes de 

propiedad del señor DIEGO URREA están incluidos dentro de la zona Urbana del 

Municipio de Charalá lo cual confirma lo narrado en los hechos y fundamentos de 

la demanda. 

 



 

 
5.- Certificación o Constancia expedida por el técnico operativo adscrito a la 

Secretaría de planeación y proyectos del Municipio de Charalá  donde se 

manifiesta que los predios de propiedad del señor DIEGO URREA están 

catalogados de conformidad con el EOT ADOPTADO POR EL MUNICIPIO 

MEDIANTE DECRETO 048 DE OCTUBRE 29 DE 2003 como predios rurales. 

 

6.- Oficio de mayo 27 de 2019 dirigido a la Unidad de Servicios Públicos 

Domiciliarios de Charalá donde se solicita la disponibilidad de servicios públicos 

para los predios de propiedad del señor DIEGO URREA. 

7.- Oficio de fecha 30 de Mayo de 2019 emitido por la UNIDA DE SERVICIO 

PUBLICOS DOMICILIARIOS del Municipio de CHARALA- 

8.- Escritura No 26 donde queda claro que se constituyó la URBANIZACIÓN 

VILLA MARIA en el municipio de CHARALA. 

9.- Oficio de fecha 27 de Febrero de 2019 dirigido a INPROGAS S.A E.S.P donde 

se les solicita disponibilidad para el servicio de gas. 

10.- Certificación de fecha marzo 01 de 2019 donde se manifiesta que existe 

disponibilidad para suministrar servicio a las unidades de vivienda que se 

construyan en las manzanas 4 y 6 de la Urbanización VILLA MARIA y que se 

encuentran a nombre del señor DIEGO URREA TORRES. 

11.- Escritura 0778 de fecha 27 de Noviembre de 2018 donde el señor DIEGO 

URREA TORRES adquiere los predios relacionados en esta demanda y que 

corresponden a los folios 306 – 101169 , 306 – 10035 y 306 – 10025. 

12.- Oficio de fecha 21 – 02 – 2019 donde el señor DIEGO URREA solicita 

vinculación de sus predios al ESQUEMA DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL. 

13.- Oficio de fecha 15 de Marzo de 2019 emitido por el Municipio de Charalá 

donde se da respuesta al oficio de fecha 21 – 02 – 2019. 

14.- Oficio de fecha 26 de Febrero de 2019 dirigido a la UNIDAD DE SERVICIOS 

DOMICLIARIOS DE CHARALA solicitando disponibilidad  de servicios públicos. 



 

 
15.- Oficio de fecha 28 de Febrero de 2019 donde se atiende la solicitud elevada 

el día 26 de Febrero de 2019. 

16.- Certificado de Libertada y Tradición de los predios  identificados con matricula 

inmobiliaria No 306 – 10025 y 306 – 10035 donde se acredita la propiedad del 

señor DIEGO URREA TORRES. 

17.- Escritura No 819 de fecha 12 de Noviembre de 1988. 

18.- ESQUEMA DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL en archivo magnético. 

Inspección Judicial: 

De la manera mas respetuosa le pido a usted señor Juez se sirva fijar fecha y hora 

para que se realice INSPECCION JUDICIAL a los predios identificados con 

matrículas inmobiliaria No 306 – 10025 y 306 – 10035 ubicado en el PARADOR 

MANZANA 4 Y 6 de la Urbanización VILLA MARIA  del municipio de CHARALA 

lugar donde se encuentran ubicados los predios de propiedad del señor DIEGO 

URREA. 

VII. ANEXOS: 

Allego con la presente lo relacionado en acápite de pruebas junto con los 

respectivos traslados de la demanda, copia para el archivo del despacho, poder 

conferido para dar inicio al presente medio de control y medio magnético (CD) en 

formato PDF. 

VIII. NOTIFICACIONES: 

  

La parte demandante las recibe en: Calle 22 No 14 – 53. 

La parte demandada las recibe en:  La carrera 17 No 24 – 11 Palacio Municipal. 

El suscrito las recibe en: La calle 36 No 19 – 18 oficina 601. 

Correo electrónico para autorización de las respectivas notificaciones al suscrito: 

abogadoalbarracin@hotmail.com 

 

mailto:abogadoalbarracin@hotmail.com


 

 
Del señor Juez; 

 

GUSTAVO ALBERTO ALBARRACIN CADENA 

CC. 13.740.727 de Bucaramanga 

T.P 156.340 del C.S de la Judicatura 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 
Señor 

Juez Administrativo Oral del Circuito – Reparto – 

San Gil 

 

 

Ref. Medidas Cautelares (Suspensión Provisional de Actos demandados). 

 

 

GUSTAVO ALBERTO ALBARRACIN CADENA, abogado identificado con la 

cédula de ciudadanía No 13.740.727 de Bucaramanga y Tarjeta Profesional No 

156.340 del C.S.J en mi calidad de apoderado del señor DIEGO URREA TORRES 

conforme al poder conferido, me permito manifestar que presento SOLICITUD DE 

SUSPENSIÓN PROVISIONAL, MEDIDA CAUTELAR, la cual sustento de la 

siguiente manera: 

Solicitud de Medida Cautelar: 

Solicito la suspensión del Decreto MUNICIPAL 043 DEL 29 – 10 del 2003 

MEDIANTE EL CUAL SE ADOPTA EL ESQUEMA DE ORDENAMIENTO 

TERROTORIAL EN EL MUNCIPIO DE CHARALA por las siguientes razones de 

derecho: 

Las actuaciones de la administración municipal con la expedición del Decreto 

MUNICIPAL 043 DEL 29 – 10 del 2003 MEDIANTE EL CUAL SE ADOPTA EL 

ESQUEMA DE ORDENAMIENTO TERROTORIAL EN EL MUNCIPIO DE 

CHARALA giran en torno a contrariar el principio constitucional de la CONFIANZA 

LEGITIMA pues tenemos que el municipio de Charalá con las decisiones 

adoptadas contraria situaciones de orden legal y constitucional ya que estando en 

vigencia el Acuerdo municipal No 07 de fecha mayo 04 de 1989 no tiene porque 

negar los permisos de disponibilidad de servicios públicos y licencias de 

construcción de vivienda familiar pues esos cambios absurdos e inexplicables de 

uso de suelo que manifiestan a los predios de propiedad del demandante carecen 

de fundamento legal y constitucional ya que como se ha expuesto en los hechos 

de la demanda tanto ante la oficina de registro de instrumentos públicos como 



 

 
ante los demás entes de registro de propiedad los lotes de propiedad de mi 

mandante están bajo la denominación de uso URBANO y no RURAL. 

Ahora bien, la administración señala que sus negativas se fundan en el 

ACUERDO MUNICIPAL 043 DEL 29 – 10 del 2003 MEDIANTE EL CUAL SE 

ADOPTA EL ESQUEMA DE ORDENAMIENTO TERROTORIAL EN EL 

MUNCIPIO DE CHARALA mas sin embargo como bien se ha señalado en 

ninguno de sus apartes la aprobación de cambios de uso del suelo, todo lo 

contario EN SU ARTÍCULO 21 SEÑALA: 

ARTICULO 21. ORGANIZACIÓN Y DIVISION TERITORIAL. 

DIVISION URBANA. El área urbana y de expansión se encuentra dividida en nueve (9) barrios 

denominados así: El Centro, Comuneros, Helena Santos, Oscar Martínez Salazar, Villa María, 

Fundadores, La Molienda, José Antonio Galán y Bolivar. 

Esto confirma lo señalado en el Acuerdo Municipal No 07 de fecha mayo 04 de 

1989, el Concejo Municipal de Charalá (Santander) dispuso:  

ARTICULO PRIMERO: Adoptase la URBANIZACIÓN “VILLA MARIA” para que haga parte de la 

zona urbana del Municipio de Charalá en una extensión de 16.452 MTS2 y que se halla 

comprometida dentro de los siguientes linderos: ORIENTE: Con predios de propiedad de 

ALFREDO MARTINEZ MARTINEZ en una longitud de 124 metros, OCCIDENTE: Con la carrera 

11en una longitud de 140 metros. NORTE: Con la vía que de Charalá va al municipio de 

OCAMONTE en una longitud de 132 metros, SUR: Con propiedad de TITO SILVA y DARIO 

VARGAS RODRIGUEZ en una longitud de 138 metros. 

Entonces de acuerdo a lo anterior, es aquí donde se configura la violación 

fundamental de ese derecho constitucional denominado CONFIANZA LEGITIMA 

el cual tiene su fundamento general en ese principio constitucional de la BUENA 

FE ya que valiéndose de sus potestades como administración esta modificando 

ciertas situaciones, q u e  p a s a n  p o r  e n c i m a  de los  intereses  de  los  

administrados  los cuales ven  notable  y  súbitamente alterada una situación 

jurídica en cuya durabilidad podían confiar y de la cual merecen obtener la 

protección consistente en el otorgamiento del tiempo y de los medios necesarios 

para lograr una adecuada readaptación de sus derechos. 

Todo lo expuesto en esta solicitud de medida cautelar esta tiene su sustento 

probatorio en cada una de las pruebas que se allegan con la demanda donde se 

deja en videncia que los predios de propiedad del señor DIEGO URREA TORRES 



 

 
tiene  la denominación de predios URBANOS y no RURALES  siendo clara el 

decreto de adopción de la urbanización VILLA MARIA que esta aun vigente y el 

cual goza de legalidad a la luz del derecho pues como la misma administración lo 

manifestó  en su escrito de respuesta a las diversas peticiones elevadas indican la 

vigencia de tal acto. 

Por lo tanto no se entiende el por que de la administración al negarle licencias y 

permisos, entre otros al señor DIEGO URREA TORRES para que disponga de sus 

lotes y pueda realizar todas las labores tendientes a la urbanización de estos 

cuando el uso del suelo esta AUTORIZADO COMO URBANO. 

En ese sentido de la manera mas respetuosa le pido a usted señor Juez que 

dentro las posibilidades que contempla este tipo de acción administrativa se 

suspenda el acto demandado y SE PREVENGA AL MUNICPIO DE CHARALA Y 

SU COONCEJO MUNICIPAL para que expidan nuevo ESQUEMA DE 

ORDENAMIENTO TERRIROTIAL pues de no ser así se puede seguir generando 

un perjuicio mayor a mi cliente el cual se siente desprotegido con el actuar de la 

administración. 

Con la presente solicitud de medida cautelar solicito muy respetuosamente se 

considere la posibilidad de realizar una INSPECCIÓN JUDICIAL anticipada  a los 

predios identificados con matrículas inmobiliaria No 306 – 10025 y 306 – 10035 

ubicado en el PARADOR MANZANA 4 Y 6 de la Urbanización VILLA MARIA  del 

municipio de CHARALA lugar donde se encuentran ubicados los predios de 

propiedad del señor DIEGO URREA. 

Lo anterior teniendo en cuenta que esta inspección anticipada puede ayudar para 

la decisión del señor Juez en cuanto a la medida solicitada y además se podrá 

constatar por el señor Juez que los predios están dentro de la urbanización y a sus 

alrededores todos han podido desarrollar sus construcciones, cosa tal que no ha 

sucedido con lo que el señor DIEGO URREA ha querido hacer con sus 

propiedades. 

 



 

 

 

GUSTAVO ALBERTO ALBARRACIN CADENA 

CC. 13.740.727 de Bucaramanga 

T.P 156.340 del C.S de la Judicatura 

 

 









































































































































10/7/2020 Correo: Juzgado 03 Administrativo - Santander - San Gil - Outlook

https://outlook.office.com/mail/search/id/AAQkAGExMDRmOTJjLTZiZjctNGEzNi1hNzMyLTdkODY1MWUwZGVmMwAQAAIgJLZK2iFMkI%2Fk03isYR… 1/1

REPARTO -: radicación demanda

Oficina Judicial - San Gil - Seccional Bucaramanga <ofjudsgil@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Vie 10/07/2020 10:51
Para:  Juzgado 03 Administrativo - Santander - San Gil <adm03sgil@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC:  albarracin cadena abogados <albarracincadenaabogados@gmail.com>

2 archivos adjuntos (24 MB)
DEMANDA DIEGO URREA PDF.pdf; anexos y poder demanda diego urrea.pdf;

Buenos días

Se remite para tramite per�nente.

Acta: 6064

Favor dar acuse de recibo

Cordialmente;

Bernarda Aguilar Perez
Oficina de Apoyo Judicial San gil 

De: albarracin cadena abogados <albarracincadenaabogados@gmail.com>
Enviado: viernes, 10 de julio de 2020 9:05
Para: Oficina Judicial - San Gil - Seccional Bucaramanga <o�udsgil@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: radicación demanda
 
   Buen día por medio de la presente me permito allegar demanda y anexos para radicación y
fines pertinentes.
-- 



10/7/2020 Correo: Juzgado 03 Administrativo - Santander - San Gil - Outlook

https://outlook.office.com/mail/inbox/id/AAQkAGExMDRmOTJjLTZiZjctNGEzNi1hNzMyLTdkODY1MWUwZGVmMwAQAAIgJLZK2iFMkI%2Fk03isYR8… 1/2

RV: REPARTO -: radicación demanda

Oficina Judicial - San Gil - Seccional Bucaramanga <ofjudsgil@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Vie 10/07/2020 11:59
Para:  Juzgado 03 Administrativo - Santander - San Gil <adm03sgil@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC:  albarracin cadena abogados <albarracincadenaabogados@gmail.com>

3 archivos adjuntos (25 MB)
DEMANDA DIEGO URREA PDF.pdf; anexos y poder demanda diego urrea.pdf; ACTA 6064.pdf;

Adjunto Acta 6064 omi�da en correo anterior.

De: Oficina Judicial - San Gil - Seccional Bucaramanga <o�udsgil@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Enviado: viernes, 10 de julio de 2020 10:51
Para: Juzgado 03 Administra�vo - Santander - San Gil <adm03sgil@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Cc: albarracin cadena abogados <albarracincadenaabogados@gmail.com>
Asunto: REPARTO -: radicación demanda
 
Buenos días

Se remite para tramite per�nente.

Acta: 6064

Favor dar acuse de recibo

Cordialmente;

Bernarda Aguilar Perez
Oficina de Apoyo Judicial San gil 

De: albarracin cadena abogados <albarracincadenaabogados@gmail.com>
Enviado: viernes, 10 de julio de 2020 9:05
Para: Oficina Judicial - San Gil - Seccional Bucaramanga <o�udsgil@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: radicación demanda
 
   Buen día por medio de la presente me permito allegar demanda y anexos para radicación y
fines pertinentes.
-- 
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